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La vergüenza de seguir teniendo analfabetos

El analfabetismo es considerado un estigma social profundo y una

forma de exclusión, porque genera vergüenza, timidez y aislamiento en

quienes lo padecen, limitando su participación laboral y social, y a me-

nudo conlleva la etiqueta injusta de "ignorancia" en todos los ámbitos,

desestimando sus saberes y experiencias.

Esta semana nuestro diario publicó una crónica referida a este tema

tan vital y que, en verdad, debiera merecer una mayor y más decidida

acción de las autoridades en general, partiendo por el gobierno central.

La Región del Maule registra una de las tasas de analfabetismo más

altas de Chile, situándose como un "foco rojo", según datos del Censo

2024, con un 3,7 por ciento de su población mayor de 7 años (más de

41 mil personas) que no sabe leer ni escribir, compartiendo el primer

lugar de esta preocupante cifra, con la Región de Ñuble y que es más

del doble que la Región Metropolitana.
El analfabetismo en esta zona se concentra principalmente en sectores

con mayor pobreza y áreas rurales o aisladas, donde el acceso a recursos

educativos es más limitado.

Además, el fenómeno está ligado al rezago lector y dificultades para

entender lo que se lee, evidenciado también en bajos resultados del

Simce 2025 en esta área.

Esta realidad se explica por brechas históricas en cobertura educativa;

deserción escolar temprana; falta de programas de alfabetización sos-

tenidos y la actual exclusión digital, que margina a quienes no manejan

tecnologías.

Históricamente, las áreas rurales y las generaciones de adultos mayores,

tuvieron menor acceso a educación formal y, regiones como el Maule,

presentan tasas más altas, evidenciando una distribución desigual de la
educación.

Más de 5 millones de personas no han terminado la Educación Se-

cundaria, y una parte significativa, no completó la Básica. Esto genera

analfabetismo funcional (saben leer lo básico, pero no entienden textos

complejos).

La modernización y la pandemia aceleraron los trámites en línea, lo que

castiga a los adultos mayores o personas con bajo nivel de alfabetización

funcional que no pueden acceder a ayudas sociales.

Muchos adultos analfabetos ocultan su condición, lo que dificulta la

llegada de programas de ayuda.

Aunque existen programas de la modalidad EPJA (Educación de
Personas Jóvenes y Adultas), la cobertura no alcanza a la magnitud del
desafío.

Esta situación convierte al analfabetismo no solo en un problema educa-

tivo, sino en un factor de exclusión social, económica y digital.

Alerta sanitaria oncológica, una oportunidad

para los pacientes y sus familias
LUIS CASTILLO

Ex subsecretario de Redes Asistenciales

Director Instituto Libertad

La decisión del Gobierno de decretar una alerta

sanitaria por retrasos en garantías GES oncoló-

gicas es relevante: en términos simples, es un
reconocimiento oficial de que el sistema de sa-

lud no está llegando a tiempo a resolver miles
de casos que están en lista de espera.

Ahora bien, ¿sirve la alerta y qué aporta? es útil,

pero con una condición: si cambia la forma en
que gestionamos el problema.
Hay varios aportes. Primero, el Estado solicita

y otorga herramientas extraordinarias al minis-

terio de Salud. Esta medida permite comprar
servicios más rápido, saltar ciertos procesos ad-

ministrativos, contratar personal de forma más
flexible y coordinar la red pública y privada sin

las rigideces habituales. Es, acelerar un sistema

que hoy funciona a velocidad más lenta cuando
debería funcionar a velocidad de enfermedad.

Segundo. Esta disposición implica una priori-
zación explícita reconociendo que los pacientes

oncológicos con garantías vencidas -o próxi-
mas a vencer- deben pasar al frente de la fila
existiendo una correlación entre oportunidad y
sobrevida.

Sin embargo, una alerta sanitaria no resuelve el

problema por sí misma. Si no se organiza bien
a nivel de la red, el riesgo es alto: más compras
aisladas, más esfuerzos dispersos, mayor pre-
sión sobre equipos ya sobrecargados y, final-

mente, pocos resultados reales. Se debe funda-
mentar e incorporar con claridad: un catastro
único, transparente y en tiempo real de los
pacientes oncológicos GES retrasados. Saber

cuántos son, dónde están, qué tipo de cáncer
tienen y cuánto han esperado no es un detalle
técnico, es la base de cualquier solución seria.
A esto se debe agregar una gestión activa de
casos. Cada paciente en lista de espera debería
tener un responsable claro, un gestor que ase-

gure el avance en su diagnóstico o tratamien-
to sin volver a tener retrasos. Hoy, demasiados

pacientes dependen de su propia capacidad de
insistir.

Debemos además incorporar un uso inteligen-
te de la red completa. La alerta permite com-
prar servicios, pero no se trata de comprar por

comprar. Se requiere una estrategia: derivar
cirugías, biopsias, quimioterapias o radiotera-
pias donde exista capacidad real, sea pública o
privada, con criterios clínicos y no financieros y

sin ningún sesgo.
Finalmente, extender horarios y aumentar pro-
ductividad donde ya existe capacidad instalada

en los centros de salud. Muchos pabellones y
equipos podrían rendir más si se gestionaran de

forma distinta. Antes de construir más, hay que
usar mejor lo que ya tenemos en el sector. Una
real integración del sistema de salud.

Y quizás lo más difícil de realizar y contingente

es que esta alerta requiere de un liderazgo ope-
rativo real. No basta con decretos ni buenas in-

tenciones. Se necesita un mando claro, con me-

tas concretas, por ejemplo, reducir en un 100%
los retrasos en 90 días y seguimiento semanal.

Sin eso, la alerta se diluye y las responsabilida-
des también.

El shock de oferta por la guerra en

Medio Oriente y su impacto en Chile
EDWIN PELAYO

Académico Facultad de Administración y Negocios

Universidad Autónoma de Chile

Chile, como economía abierta y dependiente
de la importación de petróleo, enfrenta nue-
vamente un shock externo que impacta direc-
tamente en los precios de los combustibles. La
guerra en Medio Oriente ha generado una dis-
rupción en el suministro global de crudo, ele-
vando los costos internacionales y tensionando
las arcas fiscales. Este escenario se suma a crisis

previas -COVID-19, guerra en Ucrania y crisis
energética de la OPEP+- que ya habían puesto

a prueba la capacidad del Estado para amor-
tiguar la volatilidad de las bencinas mediante
el MEPCO y políticas fiscales expansivas. La
coyuntura actual obliga a reflexionar sobre las
medidas más adecuadas y sobre las lecciones
que Chile puede extraer de experiencias inter-
nacionales.

El impacto de este shock de oferta se manifiesta
en tres dimensiones. Primero, los precios inter-

nos: el alza internacional se traduce en incre-
mentos casi inmediatos, en un contexto donde

los impuestos -específico e IVA- representan
cerca del 40% del precio final. El MEPCO limi-
ta las variaciones semanales a un 2,4%, pero su
costo fiscal puede superar los US$ 3.000 millo-
nes anuales en períodos prolongados de crisis.

Segundo, las arcas fiscales. Durante la pande-
mia, el déficit alcanzó -7,7% del PIB por gas-
tos extraordinarios; en la guerra de Ucrania se
situó en torno a -2,4% por subsidios y bonos
compensatorios; y en la crisis OPEP+ de 2023
hubo una mejora relativa (-1,8%), impulsada
por mayores ingresos del cobre y el litio, aun-

que el gasto energético continuó presionando
las cuentas públicas. Hoy, el conflicto en Me-

dio Oriente amenaza con revertir esa recupe-
ración parcial y obliga a buscar nuevas fuentes

de financiamiento.
Tercero, las políticas fiscales aplicadas mues-

tran un patrón: subsidios directos en pande-
mia; refuerzo del MEPCO y bonos focalizados
durante la guerra en Ucrania; y ajustes al me-
canismo junto con beneficios tributarios en
la crisis OPEP+. En todos los casos, el Estado
buscó suavizar el impacto en los consumido-
res, pero con un alto costo fiscal y un aumento

sostenido de la deuda pública.
Alemania, durante la crisis energética de
2022, redujo temporalmente impuestos a
combustibles y subsidió el transporte públi-

co para incentivar alternativas. Japón, desde
la crisis del petróleo de los años 70, creó un
fondo de estabilización financiado con im-
puestos especiales en épocas de precios bajos,
usado en períodos de crisis. Brasil apostó por
la diversificación energética con etanol y bio-
combustibles, reduciendo su dependencia del
petróleo importado. España aplicó bonos de
descuento directo en estaciones de servicio,
financiados con ingresos extraordinarios de
empresas energéticas. Estas medidas mues-
tran que la combinación de subsidios focali-
zados, diversificación energética y fondos de
estabilización puede ser más sostenible que
depender exclusivamente de ajustes tributa-
rios como el MEPCO.
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